SENTENCIA NÚMERO: DIECIOCHO

En la ciudad de Córdoba, a los veintiocho días del mes de marzo de dos mil tres, siendo las once horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Hugo Alfredo Lafranconi y Aída Lucía Teresa Tarditti, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "VAZQUES, ALBERTO MANUEL Y OTROS C/ MUNICIPALIDAD DE ALTA GRACIA - AMPARO POR MORA - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "V", Nro. 01, iniciado el ocho de mayo de dos mil dos), con motivo del recurso de casación deducido por la parte actora a fs. 120/122vta. en contra de la Sentencia Número Ciento setenta, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintinueve de octubre de dos mil uno (fs. 114/119vta.), mediante la cual se resolvió: "I.- Rechazar la acción de amparo por mora promovida por los Sres. Alberto Manuel Vazques, Carlos Sachetto y Carlos Dussel en contra de la Municipalidad de Alta Gracia. II.- Imponer las costas a la vencida (art. 10 de la ley 8508)...".--------------------------------------------------------

Seguidamente se procede a fijar las siguientes cuestiones a resolver:--------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?-------------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Hugo Alfredo Lafranconi y Aída Lucía Teresa Tarditti.-----------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


1.- Con fundamento en las causales previstas en el artículo 45 incisos "a" y "b" del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo, la parte actora deduce recurso de casación (fs. 120/122vta.) en contra del decisorio de autos, el cual fue concedido por la Cámara a-quo mediante Auto Número Sesenta y tres, del día veintidós de marzo de dos mil dos (fs. 127/127vta.).--------------------------


2.- En aquella Sede se corrió traslado del recurso a la demandada (fs. 123), dejando vencer el término sin evacuarlo (fs. 126).--------------------------------------


3.- A fs. 131 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto en sentido desfavorable a la procedencia del remedio articulado (Dictamen C.A. N° 144 del 14 de Agosto de 2002, fs. 133/136vta.).----------------------------------------------------------------------------------


4.1.- Con fundamento en el motivo sustancial (art. 45, inc. "a" del C.P.C.A.) la casacionista denuncia que se mal interpreta y desvirtúa el precepto legal frente al caso concreto.---------------------------------------------------------------


4.2.- Con sustento en el motivo formal (art. 45 inc. "b" ib.) señala que el Tribunal a-quo incurrió en una errónea valoración de la prueba, en el quebrantamiento del principio de razón suficiente y en la omisión de meritar elementos probatorios de valor decisivo.-------------------------------------------------


Afirma que si bien resulta cierto que el asunto está inmerso en la materia del poder de policía municipal, es arbitraria la conclusión del Sentenciante al referir que "... Los actores buscan un resultado concreto, favorable a su petición lo que excede del dictado de un acto administrativo en respuesta a su reclamo, cualesquiera fuere el sentido en que el mismo se expidiera ... Los actores están pidiendo se aplique una ordenanza municipal, obligación de hacer, para que la misma ejerza efectivamente el poder de policía de sanidad, tranquilidad etc.".-----


Añade que tal afirmación no se desprende de elemento probatorio alguno, siendo que la accionada reconoció que era necesaria una contestación concreta al expresar que sí dio respuesta a los vecinos.----------------------------------------------


Alega que existe un vacío legal en las ordenanzas de la Municipalidad de Alta Gracia, al no contemplar los límites de decibeles al nivel de los sonidos relacionados, lo que motivó que el ente municipal requiriera numerosos informes, pero omitió contestar el reclamo de los interesados.------------------------


Refiere que la accionada se equivoca al considerar que, al retirar las copias del expediente el Señor Sachetto, el día treinta de julio de dos mil uno, quedó contestado el reclamo de los vecinos, por cuanto tomó conocimiento del informe obrante a fs. 41 de autos, del cual no surge una respuesta concreta a ninguna de las peticiones efectuadas por los interesados.--------------------------------------------


Alega que el Sentenciante omite valorar el escrito de contestación de la demanda (fs. 105/107vta.), mediante la cual  se infiere el reconocimiento expreso de la necesidad de expedirse sobre la cuestión y también omite ponderar que el informe de fs. 41 no da respuesta alguna a los puntos peticionados.-----------------


Arguye que el decisorio cuestionado resulta arbitrario al interpretar el presupuesto fáctico en forma contraria al alcance que tanto esta parte como la accionada le han conferido.-----------------------------------------------------------------


Señala que no se trata del ejercicio del poder de policía municipal, sino que la cuestión reside en establecer la normativa o reglamento que regule el ejercicio de dicho poder en el contexto dado, conforme el requerimiento concreto expresado en el tercer párrafo del reclamo administrativo formulado (fs. 3).-------


Apunta que la materia objeto del amparo no consiste en el cumplimiento o ejercicio del poder de policía sino en el pedido de la determinación del ámbito material de su ejercicio, cualquiera sea el resultado favorable o no a su pretensión, mediante el cual los interesados lesionados por los ruidos molestos piden a la Administración que dicte una norma prohibiendo la colocación de parlantes en la vía pública y limite los sonidos  al nivel máximo de treinta y cinco decibeles.--------------------------------------------------------------------------------------


Expresa que subsidiariamente, atento a la materia tratada, el interés de las partes y la razón que les asiste para litigar, solicita se revoque el fallo cuestionado en cuanto a la imposición de costas (art. 10, Ley 8508).----------------
6.- A fs. 137 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 138), deja la causa en estado de ser resuelta.------------------------------------------------------------


7.- La instancia extraordinaria local ha sido deducida en tiempo oportuno, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45 y 46, Ley 7182).----------------------------------------


Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.-----------


8.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, el Tribunal de Mérito rechazó en todos sus términos la acción de amparo por mora deducida, con costas impuestas a la parte actora.----------------------------------------------------------------- 

Para así resolver el Tribunal a-quo desarrolló las siguientes premisas esenciales en sustento de sus conclusiones:----------------------------------------------

a) La terminología empleada en el artículo 52 de la Constitución Provincial y en la Ley 8508 (arts. 1,  2,  5 y 10), evidencia que el bien jurídico protegido es el "derecho a ser administrado", circunscripto a las taxativas situaciones jurídico-subjetivas de carácter administrativo que señala -derecho subjetivo o interés legítimo- ocurridas en las relaciones del administrado con la Administración, en ejercicio de la función administrativa (cfr. fs. 117);-------------

b) Resulta ajena a esta acción toda pretensión destinada a obtener el cumplimiento de obligaciones de dar, hacer o no hacer y de aquéllas derivadas  de la ejecución de una resolución adoptada (cfr. fs. 117);------------------------------

c) El reclamo efectuado por los vecinos ante la accionada constituye una denuncia frente a supuestas inobservancias de disposiciones municipales por parte de quienes ejercen determinada actividad de prestación de servicios de tipo recreativo, que no implica declaración alguna por parte de la Municipalidad sino que es un requerimiento dirigido a que la misma ejerza su poder de policía de sanidad, tranquilidad, etc., efectuado por la población que se siente afectada por la inobservancia normativa por parte de otro sector de la comunidad (cfr. fs. 117vta./118);----------------------------------------------------------------------------------


d)  No es el amparo por mora la vía apropiada para obtener los objetivos de los actores, atento que éstos requieren que la Administración actúe en el ejercicio del poder de policía y, obviamente, concluya con la fuente de las molestias que denuncian, buscando un resultado concreto favorable a su petición, lo que excede del dictado de un acto administrativo en repuesta de su reclamo, cualquiera fuere el sentido en que el mismo se expidiera (cfr. fs. 118);--------------


e) En cuanto a las costas, las impuso a la parte vencida con fundamento en lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 8508 (cfr. fs. 118 vta.).-----------------------

9.- Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo la parte accionante, quien insiste en postular que cumplió los requisitos legales a los fines de la procedencia de la acción de amparo interpuesta.---------------------------------- 


10.- Por razones metodológicas que coadyuvan a un mejor tratamiento de la materia de agravio traída a esta instancia, analizaré en primer lugar las objeciones expuestas por la recurrente con base en el motivo formal de casación, en cuyo mérito descalifica la sentencia del Tribunal a-quo, en cuanto juzgó que la pretensión deducida en la demanda excedía los límites objetivos previstos por la ley para la acción de amparo por mora.---------------------------------------------------


Sabido es que el artículo 155 de la Constitución Provincial impone a los Jueces el deber de emitir sus decisiones con fundamentos lógicos y legales. Ello armoniza con lo dispuesto por el artículo 326 del Código Procesal Civil y Comercial -Ley  8465- que impone la nulidad de las sentencias dictadas sin fundamentación. Dentro de este concepto se enmarca el de fundamentación defectuosa. De allí que los Tribunales de Juicio deben formar su convicción, explicitando su pensamiento a fin de que sea cognoscible el razonamiento que le sirva de base.---------------------------------------------------------------------------------


Esta motivación para ser válida y eficaz, debe contener una exposición de las razones causantes de la convicción del juez respecto de las argumentaciones esenciales y computables de las partes.---------------------------------------------------


El mandato legal no sólo se ve infringido cuando el referido razonamiento no existe, sino también cuando sea contradictorio o no se hubiesen observado el principio de razón suficiente y las reglas de la sana crítica racional. En tales supuestos el fallo no encuentra justificación y, por ende, no cumple las exigencias señaladas.------------------------------------------------------------------------


11.- A los fines de analizar la viabilidad de la crítica impugnativa interpuesta por la parte recurrente, estimo conducente efectuar un repaso de las circunstancias objetivas acreditadas en la causa, las que revelan que:----------------


a) El día veinte de marzo de dos mil un grupo de vecinos de Barrio Carlos Pellegrini de la Ciudad de Alta Gracia interpone un reclamo administrativo ante el Señor Intendente, por el cual con fundamento en la Ordenanza Número 1893 Título V, Capítulo 1, solicita que se prohiba la puesta de amplificadores en la vía pública y se limite la utilización de los mismos dentro de los locales a un nivel sonoro máximo de treinta y cinco decibeles (cfr. fs. 3/5);------------------------------


b) El día treinta de octubre de dos mil los accionantes presentan una nota dirigida al Señor Asesor Legal de la Municipalidad de Alta Gracia en la que señalan su discrepancia con la interpretación efectuada por la "Inspección General" respecto del artículo 108 de la referida Ordenanza, solicitando una respuesta sobre dicha cuestión de conformidad con lo peticionado por los vecinos en la nota reseñada en el acápite anterior (fs. 18);--------------------------------------- 


c) El día dos de marzo de dos mil uno el Señor Vazques  interpone pronto despacho a los fines que el Señor Intendente se expida respecto al reclamo formulado por los vecinos del Barrio Carlos Pellegrini (fs. 25), solicitud que reitera mediante nota presentada el día veintidós de marzo de dos mil uno (cfr. fs. 26);---------------------------------------------------------------------------------------------
d) El día once de setiembre de dos mil uno los actores articulan la acción de amparo por mora pretendiendo que se haga lugar a la acción y se "... condene a la Municipalidad de la Ciudad de Alta Gracia a expedirse" (cfr. fs. 48vta.).-----


12.- En el contexto así referenciado, tengo para mí que la conclusión a que arriba la Cámara a-quo deviene infundada al no guardar una estricta correspondencia con las circunstancias fácticas de la causa, donde el objeto de la pretensión actuada por los accionantes consiste en la denuncia sobre la falta de pronunciamiento sobre una petición administrativa incoada contra la Municipalidad.-------------------------------------------------------------------------------


En efecto, le asiste razón a la casacionista cuando postula que la Cámara a-quo omitió, sin explicitar las razones para ello, que la pretensión procesal esgrimida en su demanda de amparo por mora consiste en la denuncia del vencimiento del plazo para resolver su reclamo administrativo, sin que la Administración se haya expedido ya sea admitiendo o denegando la petición (cfr. fs. 47/49).-------------------------------------------------------------------------------------


Esa hipótesis de reticencia de la Administración en expedirse frente a un reclamo concreto presentado por los administrados que son titulares de un interés legítimo, mediando un plazo establecido legalmente para que la Administración se pronuncie (art. 7 de la Ley 7182), constituye una típica situación de "mora administrativa" que la acción de amparo instituida en el artículo 52 de la Constitución Provincial y reglamentada en la Ley 8508 procura revertir, asignando a los particulares afectados, que sean titulares de un derecho subjetivo o de un interés legítimo, un poder de acción que podrán actuar siempre que concurran los presupuestos a los que la ley condiciona su ejercicio.-----------------


En el caso aquí planteado, es claro que frente a un reclamo administrativo de los particulares se configura una hipótesis de mora administrativa susceptible de ser revertida por la vía de la acción de amparo por mora.--------------------------


Tal situación es la que surge de las constancias objetivas de autos, razón por la cual sustento la convicción que no resulta acertado postular -tal como lo hizo el Tribunal de Mérito en el caso sometido a decisión- que "...No es el amparo por mora la vía apropiada para obtener los objetivos de los actores..." (cfr. fs. 118), ya que la pretensión base de la acción de amparo por mora es la de obtener un acto expreso de la Administración a través de la resolución de su reclamo concreto (cfr. fs. 121), a lo que personalmente añado que ese derecho a obtener un acto expreso transita por senda distinta por la que pueda eventualmente desplazarse el destino último de la pretensión de fondo actuada en esa petición, la que podrá ser admitida o declarada formalmente inadmisible, o bien estimada favorablemente o denegada por resultar sustancialmente improcedente, pero siempre, en todos esos supuestos, el ordenamiento jurídico salvaguarda el derecho del administrado titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo a obtener un acto expreso que haga mérito de su reclamación, proveyéndole a ese fin de una acción constitucional específica para revertir la mora de la Administración en expedirse.-------------------------------------------------


Ello es así, máxime cuando la obligación de la Administración en resolver la petición se hace operativa en aquellos casos en que el titular poseyere un derecho subjetivo o interés legítimo, que tuviera su fuente en la ley, ordenanza, reglamento, acto o contrato administrativo (cfr. Cassagne, Juan Carlos, "Derecho Administrativo", Editorial Abeledo-Perrot, Bs. As. 1982, Tomo II, pág. 474).-----


13.- En ese contexto, avalado por las prescripciones del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo que ha establecido en el artículo 7 los plazos genéricos para el dictado de actos administrativos expresos, es que considero que los argumentos opuestos a la procedencia de la acción de amparo aquí deducida no son de recibo.------------------------------------------------------------


A ello se suma lo prescripto por el artículo 1° de la Ley 8508 que prevé que "Toda persona tiene derecho a interponer Acción de Amparo por mora de la Administración contra Funcionarios, Reparticiones o Entes Públicos Administrativos que no hubieran cumplido debidamente dentro de un plazo determinado un deber concreto impuesto por la Constitución, una ley u otra norma, siempre que la omisión afecte un derecho subjetivo o un interés legítimo".--------------------------------------------------------------------------------------


14.- Lo requerido en autos es un mandamiento de "pronto despacho" respecto de la resolución de un reclamo en orden al cual el órgano competente no se expidió en el plazo legal, configurándose en consecuencia una situación de mora de la Administración en resolver esa petición y los accionantes han acreditado legitimación suficiente por configurarse a su respecto la cualidad de parte, es decir de titulares de un interés legítimo.---------------------------------------


En virtud del artículo 52 de la Constitución Provincial el administrado es titular de un poder de acción, reconocido como una garantía instrumental de legalidad que se pone en acto frente a la inactividad de la Administración en resolver un reclamo (aún cuando el mismo pueda resultar inadmisible o improcedente por causas legales objetivamente apreciadas), situación que genera una relación que confiere legitimación activa al administrado que acredite ser titular de una situación jurídico-subjetiva particularizada en los términos del artículo 1° de la Ley 8508, que regula de ese modo la potestad del ciudadano de poner en marcha la función jurisdiccional ante la omisión de resolver de cualquier funcionario, repartición o ente público, que traduzca un incumplimiento a un deber constitucional o infraconstitucional para el que se le ha fijado un plazo determinado.------------------------------------------------------------


Cuando el artículo 52 de la Constitución exige la acreditación del "interés del reclamante" o que sea una "persona afectada", quiere significar que sea titular de un derecho subjetivo o interés legítimo respecto de lo pretendido. Es decir, que el acto expreso que solicita emita la Administración sea susceptible de lesionar por  sí  alguna  de  las  enunciadas  situaciones  jurídico-subjetivas. Por ello, la norma constitucional ha remarcado en dos oportunidades que no cualquier persona o reclamante puede incoar el amparo por mora, sino que debe ser "persona afectada". Ello implica que debe acreditarse el interés "personal" y "directo" de la misma, susceptible por ende de lesionar una situación diferenciada al resto de la comunidad (conforme doctrina sustentada en "Barciocco, Juan Carlos c/... , Sent. Nro. 111/2001; Gutiérrez, Teófilo C. c/... ", Sent. Nro. 121/2001).-------------------------------------------------------------------------------------


En autos, la legitimación referenciada se desprende del hecho que los actores accionan en su carácter de administrados afectados en su relación de vecinos, que interpusieron un reclamo que no fue resuelto por la Administración y esa inactividad incide en su interés colectivo produciéndoles un agravio concreto a su derecho de petición.---------------------------------------------------------


15.- En mérito a los argumentos señalados, los que considero suficientes para hacer lugar a la impugnación articulada y sin que sea menester examinar la viabilidad de las demás objeciones opuestas al decisorio que por este pronunciamiento se anula, corresponde expedirse sobre la procedencia sustancial de la acción incoada, sin que resulte necesario ordenar el reenvío (art. 390 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).----------------------

16.- Las constancias de autos a las que me he referido en el punto 11 de este decisorio, revelan que efectivamente se halla vencido con exceso el plazo legal para que la demandada se pronuncie acerca del reclamo administrativo deducido por los vecinos del Barrio Carlos Pellegrini de la Ciudad de Alta Gracia, sin que hasta este momento exista constancia alguna en sentido contrario.

Ello determina que en autos se ha configurado una situación objetiva de demora que hace procedente la acción de amparo por mora de la Administración, lo que así corresponde resolver.------------------------------------------------------------

Es obligación de la Administración Pública implementar las medidas necesarias a fin de que el cauce procedimental para la producción de sus actos se cumpla dentro de los plazos legales establecidos, en la medida de lo razonable. Los motivos invocados por la demandada en su presentación de fs. 106/107vta. a través de los cuales esgrime la improcedencia formal de la acción, son incompatibles con las consideraciones que he desarrollado precedentemente para acoger el recurso de casación y trasuntan una apreciación parcializada de lo que constituye el objeto de la pretensión actuada por los accionantes en la presente acción de amparo por mora.----------------------------------------------------------------

Es dable señalar  que el informe obrante a fs. 42/42vta. de autos mediante el cual la accionada señala que brindó respuesta a la petición de los actores a través de su notificación con el retiro de las copias efectuadas por el Señor Sachetto, carece de virtualidad jurídica necesaria para considerarlo como un acto definitivo que resuelva el reclamo originario de los interesados.---------------------


Ello es así, toda vez que el referido informe de la Dirección de Policía Municipal, en el que se da cuenta de la diversas constataciones y actas efectuadas por los inspectores dependientes de ese organismo, se trata de un preparatorio de la voluntad administrativa y no del acto definitivo que resuelve sobre la situación jurídica referida a los vecinos peticionarios.---------------------------------------------


Como lo ha señalado COMADIRA, Julio R. ("Algunos aspectos de la teoría del acto administrativo" J.A., 6 nov. 1996) "... los dictámenes, aún cuando sean de requerimiento obligatorio y, eventualmente de efectos vinculantes, no adquieren la condición de actos. El efecto jurídico debe ser directo, emerger del propio acto. Es más. Aún cuando el dictamen fuera notificado directamente al administrado por el órgano actuante -competente o no para adoptar la decisión- ni siquiera en ese caso el asesoramiento mutaría su naturaleza jurídica. La Procuración del Tesoro de la Nación ha tenido ocasión de pronunciarse, señalando precisamente, la inidoneidad del dictamen puesto en conocimiento del administrado para configurar un acto tácito (dictámenes 198-230, especialmente ap. II)".----------------------------------------------------------------------------------------


En consecuencia, el informe de que se trata agota sus efectos en lo interno de la Administración Pública, sin producir efectos directos sobre los particulares, sino sólo indirectos o mediatos, pues ello lo es a través de los actos dictados en su consecuencia (HUTCHINSON, Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, Bs. As. 1988, T.2, págs. 344/5; FIORINI, Derecho Administrativo, T.I, pág. 319), que en el caso no se verifica.-------------------------


De todo lo hasta aquí expuesto se aprecia que la demandada no ha logrado justificar la demora en el marco temporal transcurrido y los argumentos vertidos en pos de poner de relieve la improcedencia formal de la acción de amparo por mora, por las razones señaladas en los puntos precedentes, no son de recibo y no alcanzan para eximirla de la obligación constitucional de pronunciarse expresamente.--------------------------------------------------------------------------------

Tal situación, a la fecha de este decisorio, no sólo resulta reprochable a la luz de las prescripciones de los artículos 19 inciso 9 y 52 de la Constitución Provincial y de la Ley 8508, sino también al amparo de la novel legislación provincial que tutela como valores jurídicos apreciados por nuestro Legislador local, el de la eficiencia y eficacia de la célere actuación administrativa a cuya realización coadyuvan las prescripciones de las Leyes 8835 -Carta  del  Ciudadano-  (art.  1,  incs.  "a",  "b", "c", "d" y "f";  art. 4,  incs.  "a",  "d"  y  "g";  art.  10,  incs.  "a"  y  "g"  y  art.  11),  8836 -Modernización del Estado- (art. 1, incs. "a", "b", "c", "d" y "f") y 8837 -Incorporación de Capital Privado al Sector Público- (art. 1, incs. "a", "b", "c", "d" y "f").----


17.- Finalmente, en cuanto a las costas generadas no encuentro mérito para apartarme del principio objetivo del vencimiento, razón por la cual es dable imponerlas a la demandada vencida en todas las instancias (art. 10, primera parte, tercer párrafo, Ley 8508).------------------------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

 A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR HUGO ALFREDO LAFRANCONI, DIJO:----------------------------
Considero que las razones dadas por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin deciden correctamente la primera cuestión planteada y, para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.------------------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal de Primer voto, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.----------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación articulado por la parte actora (fs. 120/122vta.) y, en consecuencia, anular la Sentencia Número Ciento setenta dictada el veintinueve de octubre de dos mil uno por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (fs. 114/119vta.).-------------


II) Hacer lugar a la acción de amparo por mora promovida por los Señores Alberto Manuel Vazques, Carlos Sachetto y Carlos Dussel y, en su mérito, ordenar a la demandada que en el plazo de quince días hábiles administrativos resuelva expresamente el reclamo deducido por los actores en el Expediente Número 830 iniciado el día veinte de marzo de dos mil y les notifique fehacientemente el acto producido.--------------------------------------------------------


III) Imponer las costas de todas las instancias a la demandada (art. 10, primera parte, tercer párrafo, Ley 8508).-------------------------------------------------


IV) Disponer que la regulación de los honorarios profesionales de la Doctora María Adriana Díaz, por los trabajos realizados en ambas instancias, sean regulados en su caso (arts. 1 y 25 de la Ley Arancelaria) por el Tribunal a-quo, en su condición de responsable no inscripta ante el I.V.A. (fs. 56), en el mínimo legal (arts. 29, 34, 37, 38 y cc., Ley 8226).-------------------------------------


Así voto.------------------------------------------------------------------------------A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR HUGO ALFREDO LAFRANCONI, DIJO:----------------------------


Voto en igual sentido que el Señor Vocal preopinante, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.-----------------------------------------------------------------------------------
 A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------


El Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin da, a mi juicio, las razones necesarias que deciden correctamente la presente cuestión. Por ello, adhiero a su voto, expidiéndome en igual sentido.-----------------------------------------------------

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,------- 

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------


I) Hacer lugar al recurso de casación articulado por la parte actora (fs. 120/122vta.) y en consecuencia, anular la Sentencia Número Ciento setenta dictada el veintinueve de octubre de dos mil uno por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (fs. 114/119vta.).-----------------------------


II) Hacer lugar a la acción de amparo por mora promovida por los Señores Alberto Manuel Vazques, Carlos Sachetto y Carlos Dussel y, en su mérito, ordenar a la demandada que en el plazo de quince días hábiles administrativos resuelva expresamente el reclamo deducido por los actores en el Expediente Número 830 iniciado el día veinte de marzo de dos mil y les notifique fehacientemente el acto producido.--------------------------------------------------------


III) Imponer las costas de todas las instancias a la demandada (art. 10, primera parte, tercer párrafo, Ley 8508).-------------------------------------------------
IV) Disponer que la regulación de los honorarios profesionales de la Doctora María Adriana Díaz, por los trabajos realizados en ambas instancias, sean regulados en su caso (arts. 1 y 25 de la Ley Arancelaria) por el Tribunal a-quo, en su condición de responsable no inscripta ante el I.V.A. (fs. 56), en el mínimo legal (arts. 29, 34, 37, 38 y cc., Ley 8226).------------------------------------


Protocolícese, dese copia y bajen.-

VOCALES: DRES.  SESIN – LAFRANCONI - TARDITTI
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